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A continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, al confirmarse la sentencia proferida el 19 de septiembre último, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.
En mi concepto el fallo no podía producirse porque como el juzgado de primera sede carecía de competencia funcional para decidir el asunto, ha debido invalidarse en esta sede la sentencia que profirió, tal como lo ordena el artículo 138 del CGP.

En efecto, según el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.”
En este caso, la demanda se dirigió contra la Fiscalía 21 de Extinción de dominio en la ciudad de Bogotá, sin que sea el juzgado que conoció del asunto en primera instancia, el superior funcional del juez al que está adscrito el Fiscal.
La Corte Suprema de Justicia, en materia de nulidades por competencia funcional en sede de tutela, ha dicho:
“… 4. En cuanto a la potestad para decretar nulidades, esta Corporación señaló que: 


«(…) hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional… sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto’… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento;…Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso…, el acceso al juez natural y la administración de justicia» (CSJ ATC, 13 may. 2009, rad. 00083-01, ratificado en ATC1194 3 mar. 2016, rad. 00014-01 y, ATC3603-2016, 9 jun. rad. 00045-01)”
 
No desconozco el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparto el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, que ha mantenido desde años atrás
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la ley en la constitución.
Pereira, noviembre 3 de 2017
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  


� Sala de Casación Civil, MP. Luis Alonso Rico Puerta, auto de tutela ATC188-2017 de 20 de enero de 2017. Radicación No. 11001-22-03-000-2016-02497-01


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco; del 17 de agosto de 2016, MP. Luis Armando Tolosa Villabona y del 4 de mayo de 2017, MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo.
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